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Resol. Serie “B” N° 70
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los siete días del mes de junio de dos mil diecinueve, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, como Presidente, y los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Sebastián Diego Argibay, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 511/521 bis del Expte. Nº 19.166 – Año 2019 – Autos: “Rodriguez Monica c/ del Tejar S.A. s/ Indemnización por Accidente de Trabajo, etc. - Casación Laboral”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Sebastián Diego Argibay, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Gustavo Adolfo Herrera, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse y Eduardo José Ramón Llugdar. 

El  Sr. Vocal, Dr. Sebastián Diego Argibay, dijo:



Y Vistos:


El recurso de casación deducido por la parte demandada a fs. 525/532, de las presentes actuaciones.----


Y Considerando: 



I) Que contra la sentencia de la Excma. Cámara de Trabajo y Minas de Primera Nominación, de fecha 28 de Junio del 2.018 (fs. 511/521 bis), en virtud de la cual se resolvió rechazar el recurso de apelación deducido por la demandada Del Tejar S.A.contra la sentencia de fecha 7-10-16 (fs. 430/439), y en su mérito, confirmar la sentencia en lo que fue materia de agravios, con costas a cargo de la parte apelante en virtud del art. 62 primer párrafo del C.P.L., la vencida dedujo la presente vía recursiva, la que fue declarado admisible a fs. 554/557.----------------


II) Que para resolver de ese modo, la Cámara luego de realizar una breve reseña de los agravios planteados por el impugnante y de la contestación de que de los mismos efectuara aquél, ingresó en el tratamiento de las cuestiones propuestas. En ese orden expresó que de la traba de la litis surgía reconocida la prestación de servicios del ingeniero Saab a favor de la Empresa Del Tejar S.A., razón por la cual correspondía la aplicación del art. 23 de la L.C.T., en virtud del cual, acreditada la prestación de servicios, se presumia que obedecía a un contrato de trabajo, salvo prueba en contrario.Sostuvo que si bien la mencionada disposición había dado lugar a dos posturas respecto de su interpretación, las cuales tenían incidencia respecto del objeto de la prueba y la carga de la misma, el Superior Tribunal de Justicia, había receptado el criterio amplio en numerosos fallos, en virtud del cual, la aplicación de dicha presunción sólo requería de la acreditación de “una prestación de servicios”, destacando que dicha presunción era una manifestación del principio protectorio que surgía de los artículos 14 bis de la Constitución nacional y 20 de la Constitución provincial. En ese contexto señaló que del contrato de locación de servicios que la demandada invocó como base de la relación con el accionante (celebrado desde 2-02-05 hasta el 2-02-08), asi como de los recibos emitidos por cobro de honorarios (que datan del 15-05-07 hasta el 23-05-08) se advertía que el Ing. Saab sólo prestaba servicios para la empresa demandada, sin que se haya demostrado servicios a otros clientes u otras empresas en el periodo de la relación laboral invocada. En fundamento de ello citó las testimoniales de  la Sra. María Candela Rios (fs.387vta./388), de la Sra. María de los Angeles Menini (fs. 385vta./387) y el Sr. Jose Haieck (fs. 389) los que resultaron concordantes en afirmar que conocían, por manifestaciones del propio profesional, que el mismo trabajó exclusivamente para la empresa Del Tejar en el periodo que se denuncia hasta la fecha del accidente; lo cual fue corroborado por el testigo ofrecido por la demandada (fs. 418 vta.), en el cual reconoció al Ingeniero como compañero de trabajo.De ese modo estimó que la modalidad de prestación de servicio por el profesional para la demandada, sin que revistiera la calidad de empresario sumado, al uso del vehiculo perteneciente a la misma, junto a otro trabajador empleado de la demandada, por lo que a su vez recibía una remuneración sin asumir los riesgos de la actividad empresarial, eran muestras de la ajenidad que caracterizaba la vinculación existente, considerando reunidos los elementos para establecer que la locación de servicios era una relación aparente y fraudulenta, y que la verdadera relación fue un contrato de trabajo cuya existencia de presume a partir de la prestación de servicios. Destacó que dicha circunstancia no se encontraba alterada por el hecho de que el profesional cobrara una remuneración superior a la establecida por el convenio colectivo que regía la actividad, ya que conforme al art. 1,d, y 62 de la L.C.T., la voluntad de las partes era una de las fuentes que regía el contrato y la relación de trabajo, asi como la capacidad para crear condiciones -obligatorias para las partes- por encima de los mínimos establecidos por la legislación y las convenciones colectivas. Asimismo entendió ajustada a derecho la aplicación de la presunsión contenida en el art. 55 atento que de la negativa de la relación de trabajo -que posteriormente resultó acreditada-, surgía evidente que la empleadora no llevó el debido registro de la misma lo cual afecta el verdadero goce de los derechos y beneficios laborales y de seguridad social para el empleado y su familia en desmedro de lo garantizado por el art. 14 bis de la C.N. Y los tratados internacionales incorporados en el art. 75 inc. 22 de la C. N. Con respecto a los agravios relativos a la responsabilidad por el accidente en el que falleció el Sr. Saab, esgrimió que de lo alegado por las partes en los escritos constitutivos de la litis surgía que no estaba controvertido que el accidente donde aquél perdió la vida, ocurrio mientras se encontraba conduciendo una camioneta de la empresa Del Tejar S.A. a la ciudad de Termas de Río Hondo, donde tal empresa estaba construyendo una obra, lo cual quedó corroborado por las constancias del expte. penal “Rodriguez, jose joaquin s.d. Homicidio y lesiones culposas en accidente de tránsito e.p. de Nicolas Saab-Reinaldo Palavecino”, tramitado por ante el juzgado de Instrucción en lo Criminal y Correccional de 2º Nominación de los Deptos. Río Hondo y Jimenez. En ese orden manifestó que atento se dejó establecido que existió una relación de dependencia entre el Ing. Saab y la empresa demandada, y que el accidente ocurrio en ocación del trabajo, cabía concluir que se trato de un accidente de trabajo y no in itinere -tal como lo argumentó la demandada al formular sus agravios-, según art. 6.1 de la L.R.T. Enfatizó que para el progreso de la acción de derecho comun con fundamento en el art. 1.113 del C.C.era requisito ineludible que el actor demostrara la existencia del daño, el carácter rioesgoso o vicioso de la cosa, que el perjuicio obedece al riesgo o vicio de la cosa y que el demandado es dueño o guardian de la cosa. Asimismo destacó que la norma citada fija la culpa de la victima como un factor de interrupción del nexo causal entre el hecho y el daño, con virtualidad para eximir de responsabilidad al dueño o guardian de la cosa. Alegó que en la especie no había dudas sobre la existencia del daño (muerte del Sr. Saab), como consecuencia de un accidente sufrido mientras conducía la camioneta de propiedad de la empresa empleadora, en ocación del trabajo, el cual se debió a una maniobra de aquél en violación a la ley de tránsito conforme constancias del expediente criminal. Resaltó que la culpa de la víctima en la producción del accidente para cortar el nexo causal, debía ser la única causa del siniestro y revestir las caracteristicas de inevitable e imprevisible propias del caso fortuito o fuerza mayor, debiendo tener un tratamiento particularizado en el marco del contrato de trabajo, esto es “motivo excluyente en la causación del infortunio”, cuya demostración incumbirá al excepcionante, con cánones muy estrictos en atención al contexto de la relación laboral. Al respecto afirmó que no se trataba de desconocer lo establecido por el art. 1.113 del C.C., sino de aclarar que estando en el ámbito de una relación de trabajo no se podia soslayar el deber de seguridad que pesaba sobre el empleador de manera ineludible, maxime si se tenía en cuenta que la actora en su escrito de demanda habia invocado que al riesgo propio del vehiculo -cuya propiedad era de la demandada-, debia sumarsele el riesgo generado por la modalidad con que la empresa exigia la prestación de servicios: el cúmulo de tareas, la gran cantidad de obras ubicadas en el interor de la provincia y la necesidad de traslado constante a las mismas. Destacó que entre las obligaciones del empleador estaban las de observar las normas de higiene y seguridad en el trabajo comprendidas en los articulos 75, 76 y 77 de la L.C.T., y artículos 4, 5, 8 y 9 de la Ley 19.587 en cuanto disponen que el empleador debe adoptar las medidas sanitarias, precautorias de tutela, o de cualquier otro índole que tengan por objeto prevenir, proteger, evitar y/o reducir los riesgos de los distintos puestos de trabajo, lo cual no se limita al cumplimiento de ciertos preceptos legales sino que implica velar por la integridad psicofisica de los dependientes y efectivizar las normas de seguridad para evitar exponerlo a situaciones peligrosas o de riesgo. En ese contexto resaltó el Decreto 911/96 (Reglamento de Higiene y Seguridad para la industria de la construcción) en el que se preveia especificamente que los vehiculos utilizados para el transporte de personal debían cumplir entre otros requisitos, el de estar provistos de mecanismos y dispositivos de seguridad necesarios para evitar velocidades excesivas peligrosas (arts. 21 y 247), asi como que el personal afectado debia ser adecuadamente capacitado y adiestrado en relación a las tareas a las que estaba destinado y los riesgos emergentes de las mismas. Así entendió que esta normativa desvirtuaba lo alegado por el apelante de que la empresa no estaba obligada a tomar medidas de seguridad, ya que la presunción de conocimiento de la ley de tránsito y la posesión de carnet habilitante no eximía al empleador de cumplir con tales medidas, las cuales tambien deberian estar impartidas por graduados universitarios, calidad que en la especie no era revestida por el ingeniero Saab. En razón de ello consideró que la falta de previsión y diligencia del empleador en el cumplimiento de la normativa de higiene y seguridad,  ponía en evidencia que el accidente que el costó la vida al Sr. Saab, no fue causado por culpa exclusiva de la victima, sino que por el contrario influyó tambien el incumplimiento de la patronal, razón por la cual dicha eximente no reunia las caracteristicas de inevitables propias del caso fortuito y fuerza mayor, para eximir de responxsabilidad a la demandada, la que debía responder en los términos del art. 1.113 del C.C. por el daño causado al trabajador y reclamado por su causahabientes. Todo ello, con fundamento en los articulos 15, 17 y 19 de la C.N., 4, 5 y  21 inc. 2 y 29 inc. c) de la Convencion Americana de los Derechos Humanos, y en un segundo orden, reforzando la interpretación de estas normas, por los articulos 16, 37 y 75 inc.22 y 23 de la C.N. y art.1 inc.1) de la Convención Americana y jurisprudencia de la C.S J.N en fallos 327:3753. ------------------------------


III) Que el casacionista se agravia por considerar que la sentencia atacada es arbitraria en la interpretación y valoración de la prueba, e incurre en errónea aplicación del derecho respecto de los artículos 512, 513, 514, 902 , 903, 1111, 1113 del C.C. y artículos 9, 23, 52 y  55 de la L.C.T.. De ese modo entiende que el fallo ostenta error en la calificación, alcance y significación de los hechos, y su subsumición jurídica, obviando las reglas y normas de la apreciación de la prueba con arreglo a la sana crítica, careciendo de fundamentos suficientes y basándose en afirmaciones dogmáticas. Expresa que el Tribunal aplica la presunción del art. 23 de la L.C.T., soslayando una serie de circunstancias relativas a que el Ingeniero emitió facturas a otro cliente, que tenia asesora contable (fs.433), que su vínculo profesional duró un lapso prolongado sin que este hiciera reclamo alguno, y que, durante el mismo, no se otorgaron licencias, ni se abonaban rubros laborales como aguinaldo y otros beneficios propios de la relación de trabajo. Agrega que todo asesor profesional es ajeno a la organización empresaria para la que presta el servicio, por lo cual esa nota no puede considerarse idónea para caracterizar una relacion de trabajo. Entiende que la lógica seguida por la Camara implica desconocer la realidad de quienes se vinculan en el marco de diversas figuras en las que la subordinacion propia del vinculo dependiente esta ausente y que no obstante ser legales, son clasificadas como fraudulentas por quienes buscan incluir dentro del concepto de dependencia laboral a casos extraños a la regulacion del derecho del trabajo. Aduce que en la causa esta acreditado que el ing. Saab era representante técnico en una obra determinada (fs.240), figura que no se encuentra incluída en ninguno de los Convenios colectivos que rigen la actividad de la construcción. Sostiene que no se encuentra demostrada la existencia de fraude laboral, resultando relevante a tales fines observar la facturación del Ingeniero, de la cual surge que la empresa pagaba casi el triple de la mayor remuneracion establecida por convenio, es decir que aquella no tenia motivos para cometer el supuesto fraude laboral, si se tiene en cuenta que hubiese gastaba menos si lo inscribía como empleado, lo cual se encuentra refrendado con el hecho de que el Sr. Saab tenia asesora contable, lo cual lleba a concluir en la inexistencia de una relación laboral. Destaca que el resolutorio impugnado viola el principio de congruencia ya que los argumentos relativos al incumplimiento de la patronal no fueron formalizados con la demanda, impidiendo a su parte ejercer derecho de defensa alguno al respecto. Agrega que no obstante probarse la culpa del conductor de la camioneta en la producción del accidente, la sentencia crea un “antídoto” contra la misma, exigiendo a la demandada cursos de prevención, higiene y seguridad, desconociendo que cuando la pretensión se funda en el art. 1.113 del C.C., el empleador sólo debe probar dicho extremo para eximirse de responsabilidad. Enfatiza que desvirtuar esta culpa por falta del curso de higiene y seguridad, constituye un procedimiento ilegitimo y arbitrario, lo cual ya fue resuelto por la Excma. Cámara de Primera Nominación en los autos: “Galvan Carlos Alberto c/ Provincia de Santiago del Estero”, al rechazar la demanda por culpa del conductor, lo cual fue ratificado por el Superior Tribunal de Justicia. Alega que aún habiendo cumplido la demandada con la capacitación del conductor y la adopción de ciertas medidas de seguridad, el accidente hubiera ocurrido del mismo modo, en tanto la conducta ilícita de la víctima fue la causa exclusiva y excluyente del siniestro, resultando por lo tanto indiferente la supuesta concausa del supuesto incumplimiento patronal. Arguye que el fallo aplica erroneamente el derecho al emplear un sistema civil de reparación y luego, desechar la eximente de culpa de la victima basándose en el régimen laboral. Expresa que el sistema normativo de tránsito es en si mismo el principal regimen de prevención y seguridad en accidentes de transito, por lo que el regimen especial de seguridad e higiene laboral sólo complementa a aquel pero no lo sustituye ni elimina. Sostiene que mas alla de cualquier limitación de velocidad, lo cierto es que por la mecánica concreta del accidente, el sobrepaso de vehiculos violando la doble línea amarilla, en una subida, es la conducta ilicita deliberada del conductor que activó el riesgo principal que produjo el accidente. Esgrime que el fatal descenlace resultó de todas maneras inevitable e imprevisible por la acción ilicita de la victima que transgredío grosaremente normas y practicas de la conducción, con desprecio de la vida propia y ajena, sin que hubiese podido ser de otra manera aunque se hayan tomado las medidas de seguridad e higiene laboral. Afirma que no se encuentra controvertido en la causa que el hecho lesivo se produjo cuando el ingeniero se conducia hacia una obra de la cual era Representante técnico, configurandose un accidente in itinere, respecto del cual no corresponde atribuir responsabilidad civil al empleador. Finalmente considera que la Cámara ha efectuado una errónea aplicación de la presunción legal, al poner el cabeza de su parte la obligación de acompañar la documentación laboral, cuando desde el inicio esta ha negado dicha relación, invocando la locación de servicios, a mas de advertir que tratandose de un representante técnico, el mismo no debería recibir cursos de higiene, seguridad y prevensión de accidentes, ya que justamente es la persona que debe hacer cumplir esas normas dentro de la obra en que se desempeña, a mas de su carácter independiente.--------------------------------------------


IV) Que a fs. 572/573 vta., la contraria en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 192 de la ley 7.049, presenta memorial referido al recurso de casación interpuesto. Señala como cuestión previa que el escrito de casación elaborado por la demandada constituye una virtual repetición de los argumentos expuestos en ocación de expresar agravios contra la sentencia de Primera Instancia. Sostiene que conforme la prueba producida en la causa -recibos otrogados por el Ing., trabajo exclusivo para la empresa, cumplimiento de su tarea acompañado por un empleado de la demandada y en un vehiculo de Del Tejar S.A.-, surge evidente que el contrato de locación de servicios acompañado por la Empresa demandada constituye una típica y burda maniobra utilizada para defraudar la ley laboral. Entiende que estando acreditada la relación de trabajo, la empresa demandada no puede eximirse de responsabilidad imputando culpa al Sr. Saab, ya que las normas que rigen tales aspectos pertenecen al ambito civil, donde la indemnización tiene un carácter sancionatorio, pero no puede aplicarselas en materia laboral, donde el sustracto de la misma es sociabilizante y por lo tanto toda eximente en contra del trabajador, debe ser restringida en todo lo posible a su favor. ------ 



V) Que a fs. 581/585 obra dictamen del Titular del Ministerio Público Fiscal quien estima que debe rechazarse el recurso de casación traído a estudio por considerar que los agravios del recurrente se encuentran dirigidos a cuestionar la forma en que la Cámara  valoró el material probatorio que le sirvió de sustento para determinar la existencia del contrato de trabajo, el accidente de trabajo y la responsabilidad patronal por incumplimiento de las medidas de seguridad, sin que de un estudio pormenorizado de las premisas del Tribunal, se advierta que la decisión arribada es inapropiada, arbitrariedad o absurda.----------------------------------


VI) Que encontrándose reunidos en autos los requisitos exigidos por el Código ritual en orden a la admisibilidad del recurso de que se trata; esto es, definitividad en la sentencia atacada (art. 181 del C.P.L.), interposición del recurso dentro del plazo legal (art. 185 C.P.L.), y cumplimiento del recaudo establecido por el art. 187, al haber ofrecido la patronal -previo cumplimiento de los requisitos que exige la norma para hacer valer la excepción contemplada en el último parrafo, un seguro de caución en garantía, que resulta suficiente para cubrir la condena, intereses y gastos, en resguardo del crédito del obrero; corresponde analizar los agravios vertidos por la casacionista. ----------------------------


VII) Que abocados a dicha tarea cabe señalar que los agravios del recurrente pueden distinguirse en dos aspectos, por un lado, la arbitrariedad en la valoración de la prueba  y errónea aplicación de la presunción del art. 23 L.C.T., en la determinación de la relación que vinculaba a las partes, y por el otro, la incongruencia y errónea aplicación de la ley -art. 1.113 del C.C-, al no tener en cuenta las causales de eximisión de responsabilidad contempladas por la norma. ---------------


Ahora bien, entrando a considerar la queja expuesta en primer término corresponde destacar que los argumentos del impugnante tendientes a cuestionar el carácter de relación laboral atribuida al vínculo existente entre el Ing. Saab y la empresa Del Tejar S.A. con sustento en la aplicación de las presunciones establecidas en los artículos 23 y 55 de la L.C.T., remiten, en definitiva al análisis de la plataforma fáctica y probatoria determinada por el Tribunal para aplicar las disposiciones legales que el recurrente estima infringidas. Al respecto este Alto Cuerpo ha sido conteste en afirmar que: “Determinar la existencia o inexistencia de la relación laboral constituye una cuestión de hecho irrevisable en casación, salvo que se denuncie y demuestre arbitrariedad o absurdidad en la valoración de la prueba” (S.T.J., sent. del 8-02-06, en autos: “Adra Ruben Jorge c/ Teleband S.R.L. y/u Otros s/ Indemnización por Antigüedad, etc s/ Casacion Laboral”). Es que, en materia de hecho y prueba, no es tarea a cargo de la casación, reexaminar la plataforma fáctica recortada en las instancias ordinarias, salvo que los jueces de grado hubieran transgredido las reglas legales que gobiernan la apreciación de la prueba; o que en dicha labor hayan incurrido en absurdo o la hubiesen realizado en forma irrazonable, o arbitraria, sin que resulte suficiente para dar sustento a dicha crítica, que la referida valoración sea discutible, objetable o poco convincente. (Morello, Augusto M., en "Los Recursos extraordinarios y la eficacia del proceso", V. 2 ,Ed. Hammurabi, pag. 611). De ese modo, estando discutida en la especie la solución propiciada por el Tribunal sobre la base del análisis de los distintos elementos de prueba aportados por las partes a fin de determinar la naturaleza de la relación laboral existente, asi como las constancias tenidas en cuenta a los efectos de su determinación, no resulta suficiente a los fines de la apertura de esta instancia extraordinaria, la sola manifestación de un punto de vista discrepante con el tribunal A-quo y acorde con el personal enfoque formulado por el recurrente, sino que es menester demostrar el quebrantamiento palmario de las leyes de la lógica, el apartamiento de las constancias de autos o la grosera desinterpretación material de alguna prueba con la consecuente denuncia de infracción a las normas que la rigen, extremos estos que -como se dijo-, no solo deben estar alegados sino que deben quedar perfectamente acreditados.--------------------------------


Sentado tal principio, y atento que el casacionista denuncia la arbitrariedad del fallo atacado, dable resulta señalar que el sub-examine no constituye un supuesto de excepción que permita apartarse de la regla general que rige la materia, pues no se advierten, en el decisorio en crisis, razones de entidad suficiente para invalidar el pronunciamiento en base a las argumentaciones expuestas por aquél. En efecto la Cámara, al confirmar el resolutorio de Primera Instancia, hizo referencia a la necesidad de dilucidar si el profesional que prestaba los servicios a la accionada podía ser calificado como empresario, a efectos de determinar si resultaba aplicable la presunción legal del art. 23 de la L.C.T.. En ese contexto analizó la documental acompañada -contrato de locación de servicios y recibos por el cobro de honorarios-, advirtiendo que de los mismos surgía que el Ing. Saab sólo prestaba servicios para la empresa demandada, sin que haya acreditado servicios a otros clientes u otras empresas. Asimismo destacó lo manifestado por la contadora María Candela del Río quien en su testimonio de fs. 387vta./388, expresó que siempre sugería al Sr. Saab que tratara de que lo inscribiesen en los libros, ya que no obstante ser Del Tejar S.A., la única empresa para la que trabajaba, mantenía con esta una relación laboral de hecho. De igual modo evaluó lo declarado por los Sres. Menini y Haieck (fs. 385vta./387 y 389) respecto de que el Ingeniero, a mas de referirse a la empresa como el lugar en el que trabajaba, se trasladaba en una camioneta que estaba “ploteada” con el nombre de la misma y realizaba su actividad junto a otro empleado, con el que eran compañeros de trabajo (cfr. lo expuesto por el Sr. Palavecino a fs. 418 vta.) Tales extremos, sumados al hecho de que el Sr. Saab prestaba su servicio profesional como representante técnico, recibiendo una remuneración sin asumir riesgo alguno, y la circunstancia de que la percepción de un salario superior al fijado por el convenio que regía la actividad, no alteraba la naturaleza laboral de la relación, resultaron suficientes -según valoración efectuada por los magistrados- para determinar que la locación de servicios era una vinculación aparente y fraudulenta, resultando ser la verdadera relación, un contrato de trabajo, conforme presunción del art. 23 de la L.C.T., la cual por su lado, no logró ser desvirtuada por el impugnante. En consecuencia de ello, estimó adecuado además, expedirse a favor de la aplicación de la presunción del art. 55 de dicho cuerpo legal, ya que estando acreditada la relación laboral, los datos de dicho vínculo debieron estar contenidos en el libro de trabajo u hojas móviles habilitadas al efecto, activando, la omisión de tales recaudos, la presunsión que lleva a tener por ciertas las afirmaciones del trabajador respecto de las circunstancias que deben constar en dichos libros.--------


De ese modo, la Alzada arribó a la conclusión mencionada tras efectuar una referencia al agravio expuesto por el apelante, apoyando su decisión en la normativa y presunciones legales aplicables al caso y en los elementos de prueba incorporados al expediente, sin que se adviertan falencias de razonamiento que permitan la descalificación del fallo respecto de la queja analizada. En ese orden este Alto Cuerpo ha expresado: “La procedencia del remedio casatorio, en relación a la denuncia de los vicios de arbitrariedad y absurdo, es de carácter excepcional, y para ello quien la invoca debe demostrar de un modo claro y con total precisión, la falta de logicidad en la motivación del acto jurisdiccional, como así demostrar que el mismo no ha sido una conclusión razonada del derecho vigente con aplicación a la situación comprobada de la causa” (S.T.J., sent. del 26-10-10, en autos: “Toscano Antonino c/ Compañía Tucumana de Refrescos S.A. y/o propietarios s/ Daños y perjuicios - Casación civil”). En tales condiciones, corresponde confirmar lo resuelto por la Cámara respecto de la existencia de un contrato de trabajo entre el Ingeniero Saab y la empresa Del Tejar S.A., y el consecuente pago de las indemnizaciones correspondientes, conforme planilla de fs. 542/543, en concepto de indemnización por fallecimiento, S.A.C. proporcional año 2.008, Vacaciones proporcional año 2.008, seguro de vida obligatorio y seguro de sepelio.----


VIII) Que entrando a analizar el segundo de los agravios propuestos por el recurrente, cabe señalar que la Cámara, en consonancia con lo resuelto por el Juez de grado, consideró que al existir una relación de dependencia entre el Ingeniero Saab y la Empresa Del Tejar S.A., y habiendo ocurrido el hecho que provocó su muerte en ocasión del trabajo, el siniestro ocurrido revestía las características de un accidente de trabajo. En razón de ello entendió procedente la indemnización integral reclamada por vía del derecho común, sin perjuicio del reconocimiento de las prestaciones previstas en la ley 24.557 y modificatorias, las que atento tratarse de una relación laboral, le correspondían a los derecho-habientes de la víctima. De ese modo, y encuadrando la cuestión en lo normado por el art. 1.113 del C.C., entendió que no obstante encontrarse acreditado el obrar culpable del Ingeniero en la ocurrencia del accidente, dicha eximente perdía virtualidad -por no revestir el carácter de excluyente-, ante el incumplimiento por parte de la empresa demandada, de las normas de Seguridad tendientes a disminuir o evitar riesgos a los trabajadores en el cumplimiento de sus tareas, mas aún cuando el dependiente debía cumplir sus funciones en un vehículo perteneciente a la misma.-------------------------------------------------


Delimitado así el razonamiento del resolutorio en crisis puede inferirse, que si bien asiste razón al Tribunal, en cuanto caracteriza al siniestro como un accidente de trabajo y reconoce a sus derecho-habientes la posibilidad de percibir la indemnización integral contemplada en el ordenamiento civil, no ocurre lo mismo con los argumentos brindados por la Cámara, en cuanto tienden a fundamentar la procedencia de dicha indemnización en las normas dispuestas por el art. 1.113 del C.C. y sus eximentes. Es que, reconocer por un lado la posibilidad de reclamar la reparación integral por el accidente de trabajo, cuyo basamento es el contrato de trabajo, y sustentar por el otro, su procedencia en las disposiciones contenidas en el artículo 1.113 del C.C. -que rige la responsabilidad de dueño y guardián de la cosa-, y cuya fuente es de carácter legal, constituye la irrazonabilidad que tiñe al fallo de arbitrario en este aspecto, atento pretender encuadrar, dentro de una misma normativa a responsabilidades que provienen de diferentes causas.---------------------------------------------------


Por tales motivos, y a efectos de dar claridad a la cuestión propuesta, corresponde realizar algunas precisiones sobre la materia objeto de debate, abordando por separado, por un lado, los presupuestos exigidos por la ley para la procedencia de la reparación integral fundada en el derecho civil y cuya fuente sería en el caso, el contrato de trabajo, y por el otro, la responsabilidad extracontractual emergente del art. 1.113 C.C. atribuida al dueño o guardián de la cosa riesgosa, por ser el titular registral del vehículo protagonista del accidente.------------------------------------------------


Puestos en dicha tarea, cabe señalar que la reparación integral, conforme la aplicación del Código Civil, en los accidentes de trabajo, es aquella que propone una indemnización mas completa, por abarcar en general, distintos conceptos no previstos en la tarifada propuesta por la ley 24.557 y modificatorias, y cuya finalidad radica en dar un igual tratamiento reparatorio a un trabajador que sufre un siniestro, que al ciudadano común en idénticas circunstancias. Actualmente la discusión respecto de su procedencia ya se encuentra zanjada, a partir de los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: “Aquino C/ Cargo del año 2.004”, “Arostegui c/ Omega A.R.T., año 2.008”, “Torrillo c/ Gulf Oil, año 2.009”, entre otros, en los que el Máximo Tribunal ha expresado reiteradamente, que la reparación por un infortunio laboral debe ser integral, y por lo tanto, se debe acudir al derecho civil para procurar la indemnización respectiva. Conforme a ello, si bien es cierto, que dicha reparación otorga una protección integral y, por lo tanto mas amplia respecto de la establecida por el régimen laboral, no lo es menos, que para su procedencia, se debe acudir a las normas que rigen la responsabilidad civil, correspondiendo al damnificado la acreditación de los presupuestos fijados por la ley a tales fines, a diferencia de lo que ocurre cuando de trata de reparación tarifada, en la que el trabajador sólo tiene que demostrar la existencia de una relación de trabajo.--- 



En ese contexto debe señalarse que el ordenamiento civil establece como presupuestos para la procedencia de la responsabilidad civil: la ilicitud, el factor de atribución, la relación de causalidad y el daño cierto, los cuales deben estar cumplidos en su totalidad para que prospere la reparación integral. En efecto tratándose de una demanda que tiene su fundamento en el Código civil, no se deben aplicar principios del contrato de trabajo como el “in dubio pro operario”, ya que el sistema resarcitorio civil tiene una estructura propia que exige -como se dijo-, la concurrencia de los presupuestos de responsabilidad mencionados.---------------------------


Ahora bien, conforme lo expuesto precedentemente surge evidente que la Cámara al atribuir responsabilidad a la empleadora y condenarla al pago de la indemnización establecida por el régimen común, ha omitido el tratamiento de dichos recaudos, al sustentar -como se dijo- su conclusión en las pautas del art. 1.113 del C.C. y sus causales de exoneración. De ese modo, corresponde acoger el agravio planteado por el recurrente sobre este punto, casando lo resuelto por el Tribunal, y dando tratamiento al mismo dentro de la normativa y principios que rigen la responsabilidad civil, verificando en primer lugar, la concurrencia de los presupuestos que habilitan su procedencia.  -----------------------------------------
 

Abocados a dicha tarea cabe señalar que en la especie, tratándose de un accidente de trabajo, la ilicitud, entendida como un acto u omisión antijuridica, se encuentra vinculada al cumplimiento de las medidas de seguridad laboral que le competen a la empresa demandada, como consecuencia del contrato de trabajo existente con el empleado. Sentado ello y de las constancias de autos, surge claro que en el sub-examine no se encuentra discutida la mecánica del accidente, ni que el mismo se produjo por exclusiva impericia del conductor, cuando éste pretendió efectuar una maniobra de sobrepaso de vehículos, en violación de la doble línea amarilla, mientras circulaba por una subida. Sin perjuicio de ello la Cámara, confirmando la sentencia de Primera Instancia, y luego de afirmar que el ingeniero Saab realizó una maniobra en violación a la ley de tránsito (fs. 520), extendió el deber de seguridad de la empresa a medidas de tipo genéricas, como el no haber otorgado al trabajador “cursos y demás medidas sobre seguridad e higiene en el trabajo vinculado a la actividad que realizaba”, o no “haber tomado medidas concretas en contra de estas conductas o para prevenirlas” (fs 435), invocando, a su vez normativa, como el Decreto 911/96, en el cual se establecen pautas generales sobre la capacitación que debe darse a los trabajadores en materia de higiene, seguridad y prevención de enfermedades y accidentes, haciendo hincapié en la necesidad de que los vehículos utilizados para el transporte, debían estar provistos de mecanismos o dispositivos de seguridad necesarios para evitar las velocidades excesivas. -----------------------------------


Siendo ello así, puede concluirse que tales argumentos resultan insuficientes para tener por incumplidos los deberes de seguridad a cargo de la Empresa demandada, porque mas allá de cualquier curso o capacitación que se hubiera brindado al trabajador, o controles que se hubiesen utilizado para regular la velocidad, el accidente hubiera acaecido de igual modo, ya que la violación palmaria de las leyes de tránsito en las que incurrió el Sr. Saab, que fueron reconocidas por los sentenciantes y conllevaron a la ocurrencia del mismo, no pueden soslayarse o justificarse, so pretexto de pretender atribuir a la patronal, el incumplimiento de las medidas de seguridad correspondientes. Al respecto cabe destacar que el deber de seguridad que prevé el artículo 75 de L.C.T. si bien hace exigible a la empleadora el cumplimiento efectivo de las normas de seguridad e higiene, en ningún caso implica imponer el seguimiento de sus dependientes para evitar que incurran en violación de las leyes de tránsito. Es que la empleadora no puede resultar responsable por los daños sufridos, si no existe un supuesto de atribución de responsabilidad, que vincule a la accionada con la producción del hecho dañoso en el acaecimiento del mismo, cuando no se ha demostrado -como ocurre en la especie- negligencia o dolo en el cumplimiento de las obligaciones a su cargo. A mas de ello tampoco se ha probado, que la muerte del causante tenga nexo de causalidad adecuada con el vicio o riesgo de la cosa bajo la guarda de la empleadora, o con el obrar culpable o doloso de otro dependiente de ésta como para que pueda atriburirse responsabilidad a la demandada en los términos de los artículos 1.074 y 1.113 del Código Civil. De ese modo, la falta de acreditación en la especie de una conducta reprochable a la empleadora en la producción del evento dañoso, que pueda traducirse en un incumplimiento de los deberes de seguridad que le competen y que guarde relación de causalidad adecuada con los factores de imputabilidad antes mencionados, impiden la configuración del presupuesto analizado -ilicitud-, tornando en abstracto el tratamiento de los demás recaudos exigidos por la ley para que se configure la responsabilidad civil que habilita el reclamo indemnizatorio formulado.---------------------------------


Por tales motivos, y en consonancia con lo establecido por este Alto Cuerpo al manifestar que: “La arbitrariedad en una sentencia, requiere para su configuración un inequívoco apartamiento de la solución normativa, prevista en la ley, o una falta absoluta de fundamentación...”(S.T.J., sent. del 12-08-09, en autos: “Paz Víctor Gelacio Y Otro C/ Paz Luis Arturo Y Otro S/ Acción De Nulidad De Acto Jurídico - Casación Civil”), corresponde tener por configurado el vicio invocado por el recurrente y descalificar al pronunciamiento como acto jurisdiccional válido en el aspecto analizado.------------


Que por otro lado y entrando a considerar la responsabilidad del art. 1.113 del C.C., aplicado por la Cámara para evaluar la responsabilidad de la Empresa accionada,  por ser la titular registral del vehículo en el cual se desplazaba el trabajador al momento del siniestro, cabe destacar que este Superior Tribunal de Justicia ha expresado que: “Dentro del régimen de responsabilidad civil fijado por el art. 1.113 del C.C., el dueño o guardián de la cosa sólo puede eximirse total o parcialmente de responsabilidad, acreditando la intervención de una causa ajena al riesgo o vicio de la misma -a saber: hecho de la víctima o de un tercero por quien no deben responder-, de manera tal que, demostrado el hecho dañoso y el nexo de causalidad adecuado entre éste y su consecuencia lesiva, se invierte el onus probandi correspondiendo a los sujetos sindicados, la prueba de alguna de las causales exculpatorias de responsabilidad” (S.T.J., sent. del 14-09-12, en autos: “Cáceres Fabiana Alejandra c/ Caja Social de Santiago del Estero s/ Indemnización por Daños y Perjuicios - Casación Civil”). En ese orden, cuando el artículo 1.113 del Código Civil alude como eximente de responsabilidad a la “culpa” de la víctima, ha de interpretarse que refiere al “hecho” de ésta, en cuanto se le pueda atribuir idoneidad total o parcial para la causación del daño, de tal manera de operar como factor de ruptura de la presunción legal de nexo de causalidad que contiene dicha norma. “Vale decir, entonces, que en la hipótesis de responsabilidad por el riesgo de la cosa (“imputatio iuris”), lo que en realidad interesa indagar es si la conducta de la víctima ha concurrido causalmente a la provocación del daño interrumpiendo -total o parcialmente- el nexo causal del hecho y el resultado verificado. O, en otros términos, se debe analizar la idoneidad de la actuación de la víctima para producir el evento dañoso, con independencia de que configure o no culpa” (Mosset Iturraspe, Jorge “Accidentes de tránsito (...)”, en Rev. de Der. de Daños; Ed. Rubinzal Culzoni, Ed. 1998, T. I, págs. 189 y ss). ----------------


Aclarado ello y entrando a verificar los argumentos expuestos por la sentencia recurrida, puede observarse que la Cámara al analizar la responsabilidad de las partes, fundamenta su decisión en las pautas fijadas por la normativa citada, estableciendo la necesidad de verificar, dentro del marco legal del art. 1.113 del C.C., la existencia de la culpa de la victima como causal exonerativa de responsabilidad. Sin perjuicio de ello, y apartándose de los principios civiles mencionados ut supra, concluye descartando dicha causal, y condenando en consecuencia a la empresa demandada, afirmando que aquélla, para provocar la eximisión de responsabilidad de la accionada, debía ser interpretada con cánones muy estrictos y ser el motivo excluyente de la causación del infortunio, desechando de ese modo, la posibilidad de una incidencia causal relativa, tal como lo contempla la norma. Ello sin dejar de advertir que la responsabilidad que surge de la normativa mencionada tiene su origen en la ley por el hecho de ser dueño o guardian de la cosa riesgosa y por lo tanto, no puede erigirse como argumento para justificar la procedencia de un reclamo indemnizatorio que tiene como base un contrato de trabajo y donde lo requerido es la reparación integral, con fundamento en la responsabilidad civil  De ese modo, puede evidenciarse que el razonamiento del Tribunal en cuanto invoca la aplicación de una determinada normativa, para luego atribuir consecuencias distintas a las previstas en ella al resolver sobre la cuestión planteada, incurre en la causal de violación o errónea aplicación de la ley, contemplada por el ordenamiento ritual para habilitar la procedencia del remedio casatorio. Al respecto este Alto Cuerpo ha sostenido: “La violación del derecho y de la doctrina legal se configura, cuando una norma jurídica es infringida de diversas maneras, ya sea aplicándola a supuestos que no están subsumidos en ella, sea dejando de hacerlo a las hipótesis que la misma abarca, o estableciendo erróneamente los elementos fácticos en los que se debe basar la misma. Estos modos de violentar la ley,que conforme las particularidades de cada caso devendrán en violación, errónea interpretación, o falsa aplicación de aquella, quedan englobados en el concepto genérico de infracción. Siendo lo realmente importante, que la misma se haya cometido, y no el modo de su comisión” (S.T.J., sent. del 27-05-13, en autos: “Tulli Cesar Osvaldo c/ Juarez Edgardo Fernando y/u Otros s/ daños y Perjuicios-Casacion Civil”).----------------------


Sin perjuicio de ello y a los fines de aventar cualquier duda respecto de la aplicación de la norma en el accidente ocacionado, puede concluirse que conforme constancias del sumario criminal, declaración del Sr. Palavecino que acompañaba a la víctima al momento del hecho, reconocimiento de las partes sobre la mecánica del accidente y manifestaciones de sendos resolutorios de Primera y Segunda instancia, el siniestro que provocó la muerte del trabajador, se debió a una maniobra de este, en violación de la ley de tránsito, al pretender sobrepasar un vehiculo en una subida, sin observar la doble línea amarilla. Tales consideraciones, a la luz de la normativa aplicada y  teniendo en cuenta la exención de responsabilidad analizada, revelan, sin lugar a dudas que la conducta negligente y desaprensiva de la víctima, en flagrante desconocimiento de las normas legales mencionadas, constituyeron la causa excluyente y exclusiva del hecho luctuoso.  -------------------------------------


En tales condiciones, y atento la violación de la ley denunciada, corresponde dejar sin efecto lo manifestado por la Cámara en tal sentido, estableciendo que la responsabilidad del accidente en virtud de lo normado por el art. 1.113 del C.C., se debió a la culpa exclusiva de la victima, la cual, por estar íntimamente vinculada a la relación de causalidad, provocó la ruptura del nexo invocado como factor objetivo de atribución de responsabilidad entre el riesgo o vicio de la cosa y el daño ocacionado, eximiendo de responsabilidad a la demandada en su carácter de titular registral del vehiculo con el que ocurrió el siniestro. En ese orden se ha expresado: “Los eximentes totales o parciales de responsabilidad civil establecidos por la ley en casos de daños causados por el riesgo o vicio de la cosa, entre ellos la culpa de la víctima, se encuentran íntimamente vinculados a la relación de causalidad, ya que de demostrarse la existencia de éstos, existirá la ruptura del nexo invocado como factor objetivo de atribución de responsabilidad entre el riesgo o vicio de la cosa y el daño”. (S.T.J., sent. del 17-05-07, en autos: “Gomez Orfila  c/ Empresa De Transporte Atahualpa S.R.L. y/u Otros s/ Daños y Perjuicios-Beneficio De Litigar Sin Gastos S/ Casacion Civil”.--------------------------------


Por lo expuesto, normas legales citadas, jurisprudencia y doctrina reseñada y oído el Titular del Ministerio Público Fiscal a fs. 581/585, Voto por: I) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación interpuesto por la parte demandada a fs. 525/532, de las presentes actuaciones, y en su merito, casar parcialmente la sentencia de la Excma. Cámara de Trabajo y Minas de Primera Nominación, de fecha 28 de Junio del 2.018 (fs. 511/521 bis). II) En consecuencia, confirmar la existencia de una relación de trabajo entre el Ingeniero Saab y la empresa Del Tejar S.A., y la procedencia de los rubros indemnizatorios otorgados en concepto de por fallecimiento, S.A.C. proporcional año 2.008, Vacaciones proporcional año 2.008, seguro de vida obligatorio y seguro de sepelio III) Rechazar la demanda en lo relativo al reclamo de la reparación integral invocada con fundamento a las normas de responsabilidad Civil. IV) Con costas en un 20 % para la demandada y un 80% para la actora, eximiendo a ésta del pago de las mismas, en virtud de lo dispuesto por el art. 62, último parrafo del C.P.L.-


A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Sebastián Diego Argibay, emitiendo su voto en idéntico sentido. 



A las mismas cuestiones, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Sebastián Diego Argibay votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Gustavo Adolfo Herrera – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
Santiago del Estero, siete de junio año dos mil diecinueve.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación interpuesto por la parte demandada a fs. 525/532, de las presentes actuaciones, y en su merito, casar parcialmente la sentencia de la Excma. Cámara de Trabajo y Minas de Primera Nominación, de fecha 28 de Junio del 2.018 (fs. 511/521 bis). II) En consecuencia, confirmar la existencia de una relación de trabajo entre el Ingeniero Saab y la empresa Del Tejar S.A., y la procedencia de los rubros indemnizatorios otorgados en concepto de por fallecimiento, S.A.C. proporcional año 2.008, Vacaciones proporcional año 2.008, seguro de vida obligatorio y seguro de sepelio III) Rechazar la demanda en lo relativo al reclamo de la reparación integral invocada con fundamento a las normas de responsabilidad Civil. IV) Con costas en un 20 % para la demandada y un 80% para la actora, eximiendo a ésta del pago de las mismas, en virtud de lo dispuesto por el art. 62, último parrafo del C.P.L. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Gustavo Adolfo Herrera – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
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